Radicación: 660012204000-2019-00034-00

Accionante: Dolly Yosmara Ramírez Castañeda 

Accionado: Fiscalía 29 Seccional de Quinchía 

Decisión: declara improcedente

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / IMPROCEDENCIA POR NO EXISTIR LOS HECHOS ALEGADOS COMO VULNERADORES DE DERECHOS FUNDAMENTALES / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL QUE SE ENCUENTRA EN CURSO.
El artículo 229 de la Constitución Política, establece el derecho que tienen todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional, ello implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos, y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto…
Según sostuvo la accionante en su libelo petitorio, la Fiscalía ha incurrido en acciones dilatorias injustificadas en el desarrollo del aludido proceso, puesto que de manera reiterada ha solicitado los aplazamientos de las audiencias sin que para ello medien explicaciones que ella, como procesada, considere válidas ni coherentes. (…)
Sin embargo, debe anotarse que con el fin de dar solución a la problemática propuesta por la accionante, el Despacho procedió a correr traslado del libelo a la Fiscalía demandada, con el fin de que ésta pudiera exponer las justificaciones del caso, con lo cual se pudo establecer, según constancia secretarial del Juzgado de conocimiento, aportada por el ente acusador en su contestación, que no le asiste razón a la señora Dolly Yosmara en sus dichos, puesto que si bien… se han presentado diversos aplazamientos de las diligencias, lo cierto del caso es que dichas prórrogas no son atribuibles en su totalidad a la Fiscalía, sino que al contrario, han sido muchísimas más las oportunidades en que el Delegado de la Defensa ha solicitado que se posterguen dichos trámites por x o y razón. (…)
Aunado a lo anterior, teniendo en cuenta que la acción de tutela es un mecanismo residual de protección de los derechos, lo que nos indica que no procede si quien acude a su reclamo tiene a su alcance otras alternativas de defensa judiciales, es claro que en el presente asunto la accionante tiene a su alcance las medidas de protección al interior del proceso, que además está en curso, lo que implica que cualquier controversia referente al mismo debe ser resuelta allí.
En este punto, es importante hacer referencia a lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional, cuando ha enfatizado que el Juez de tutela se encuentra prácticamente inhabilitado para pronunciarse sobre asuntos que están pendientes por definirse en las vías ordinarias ante el juez natural:    

“En efecto, al estudiar el requisito de subsidiariedad en estos casos se pueden presentar dos escenarios: i) que el proceso haya concluido; o ii) que el proceso judicial se encuentre en curso. Lo anterior constituye un factor para diferenciar el papel del juez constitucional en cada caso… De otra parte, si el proceso se encuentra en curso la intervención del juez constitucional está en principio vedada, pues como se sabe la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo pero puede resultar necesaria para evitar un perjuicio irremediable que comprometa la vulneración de derechos fundamentales.”
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ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora DOLLY YOSMARA RAMÍREZ CASTAÑEDA, en contra de la FISCALÍA VEINTINUEVE SECCIONAL DE QUINCHÍA, RDA., y otros, por la vulneración de su derecho fundamental al acceso a la administración de justicia, y otros.
ANTECEDENTES:
Manifestó la accionante que en el mes de julio del año 2016, fue capturada en condiciones de flagrancia por parte de unos agentes de la Policía Nacional en el municipio de Guática, Rda., momento a partir del cual fue recluida en la cárcel de mujeres La Badea, en donde permaneció 6 meses. 

Sostuvo que desde el momento en que fue aprehendida, se programaron múltiples audiencias relacionadas con el proceso penal adelantado en su contra, pero las mismas nunca se llevaban a cabo debido a los reiterados aplazamientos solicitados por parte de la Fiscalía, incluso salió del centro de reclusión por vencimiento de términos. 
Refirió que con posterioridad a la obtención de su libertad, el proceso continuó con las mismas anomalías endilgables al ente acusador, quien pidió el aplazamiento de las diligencias por lo menos en 4 oportunidades sin brindarle una razón justificada, lo que ha incidido para que a estas alturas no se haya podido adelantar el juicio oral, con lo cual considera encontrarse en riesgo de que en algún momento los testigos disponibles para rendir testimonio en su favor ya no puedan asistir a las audiencias.
Contó la actora que en el mes de agosto de 2018 fue capturada nuevamente por incurrir en otro delito, encontrándose otra vez en la Cárcel de Mujeres de La Badea, allí le notificaron en el mes de enero hogaño la realización de una audiencia por el anterior proceso, pero le indicaron en el centro de reclusión que no era posible trasladarla a la misma debido a que no había medios de transporte.   
PRETENSIONES: 

De conformidad con los hechos anteriormente relacionados, solicitó la accionante que se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, defensa y acceso a la administración de justicia, y en consecuencia, se le ordene a la Fiscalía demandada que adelanten el proceso hasta el final, y de no ser posible, se declare la preclusión del mismo. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 5 de marzo de 2018, fecha en la cual se avocó su conocimiento en contra del Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía y la Fiscalía 29 Seccional. Además se vinculó de manera oficiosa a los demás sujetos procesales e intervinientes dentro de la actuación demandada. Más adelante se ordenó la vinculación del Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía y la Cárcel de Mujeres La Badea, D/Das.
INTERVENCIONES:
Dentro del término de traslado se recepcionaron las siguientes contestaciones: 

· El titular de la FISCALÍA VEINTINUEVE SECCIONAL DE QUINCHÍA, RISARALDA informó que la accionante fue capturada en condiciones de flagrancia el día 26 de junio de 2016, y fue puesta a disposición de ese Despacho. Así, dentro del proceso fueron celebradas las audiencias preliminares concentradas el 27 de ese mismo mes y año; habiéndose presentado el escrito de acusación el 24 de agosto de 2016 ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de esa localidad. 

Resaltó que no le asiste razón a la accionante en sus dichos, toda vez que según certificación expedida por la Secretaria del Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, la cual adjuntó, los aplazamientos solicitados por parte de la Fiscalía han sido 3, mientras que por la Defensa han sido 8, 3 por el Juzgado y 2 por el no traslado de la interna. 
Contó que el proceso se encuentra pendiente de la continuación del Juicio oral, el cual tuvo inicio el 18 de julio de 2018 pero fue suspendido por la inasistencia de uno de los testigos de la Fiscalía; el acto público quedó diferido para el 25 de septiembre de 2018, fecha en la que no compareció la Defensa, por lo que nuevamente fue objeto de aplazamiento para el 14 de noviembre de 2018; sin embargo, para la nueva fecha el Defensor también pidió aplazamiento; la diligencia se programó otra vez para el 5 de febrero de 2019, pero el INPEC no trasladó a la interna; actualmente se encuentra como fecha próxima para la continuación del juicio el 1º de abril de 2019. 
· El JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE QUINCHÍA, por su parte, expuso que las labores de ese Despacho se circunscribieron a la realización de las audiencias preliminares concentradas, por lo que no tiene ninguna injerencia en los hechos que reprocha la actora en el libelo.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

Según los dichos de la accionante en su escrito introductorio, el problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si la Fiscalía 29 Seccional de Quinchía ha incurrido en acciones dilatorias e injustificadas en el trámite del proceso penal que se adelanta en su contra. 
· Solución: 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.
Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política, establece el derecho que tienen todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional, ello implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos, y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto; por ello, la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal-Tutela en indicó al respecto: “Administrar justicia es entonces, una actividad reglada y garantizadora que se desarrolla por etapas entrelazadas o unidas por un objetivo común, el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto sometido a la actividad jurisdiccional del Estado.” 

Por otra parte la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:

“Ahora bien, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.
 
En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.
 
En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonable; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)”
EL CASO EN CONCRETO

Los hechos que dieron origen a la presente acción constitucional, tienen relación con un proceso penal adelantado en la actualidad por parte de la Fiscalía 29 Seccional de Quinchía, Risaralda, donde funge como acusada la señora Dolly Yosmara Ramírez Castañeda, por incurrir en la presunta comisión del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

Según sostuvo la accionante en su libelo petitorio, la Fiscalía ha incurrido en acciones dilatorias injustificadas en el desarrollo del aludido proceso, puesto que de manera reiterada ha solicitado los aplazamientos de las audiencias sin que para ello medien explicaciones que ella, como procesada, considere válidas ni coherentes. Entonces, lo que pretende en términos prácticos, es que por parte del Ente acusador se le dé una especie de impulso procesal a la actuación, dado que la demora en la resolución de su asunto trasgrede sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y debido proceso.
Sin embargo, debe anotarse que con el fin de dar solución a la problemática propuesta por la accionante, el Despacho procedió a correr traslado del libelo a la Fiscalía demandada, con el fin de que ésta pudiera exponer las justificaciones del caso, con lo cual se pudo establecer, según constancia secretarial del Juzgado de conocimiento, aportada por el ente acusador en su contestación, que no le asiste razón a la señora Dolly Yosmara en sus dichos, puesto que si bien, como es natural en el curso de los procesos judiciales, ante la necesidad y la dificultad para poner en común acuerdo a todas las partes necesarias para comparecer a las diferentes audiencias, se han presentado diversos aplazamientos de las diligencias, lo cierto del caso es que dichas prórrogas no son atribuibles en su totalidad a la Fiscalía, sino que al contrario, han sido muchísimas más las oportunidades en que el Delegado de la Defensa ha solicitado que se posterguen dichos trámites por x o y razón. 
Así las cosas, la información que obra en el encuadernado no permite entrever que se haya presentado una dilación injustificada del asunto como lo quiere hacer ver la parte accionante, o que el Ente Acusador hubiera incurrido en una mora al tramitar el asunto puesto bajo su conocimiento. En ese orden de ideas, debe recordarse que para la procedencia de la acción de tutela, el menoscabo en los derechos debe apreciarse objetivamente, mas no partiendo de suposiciones subjetivas realizadas por quien acude a su reclamo, es apenas obvio que quien ostenta la calidad de Procesado en un actuación judicial tenga todo el interés porque la administración de justicia y demás entidades estatales actúen de manera célere y su asunto sea tratado con la premura necesaria para obtener una resolución pronta, pero ello no quiere decir que el mecanismo de amparo prospere como una alternativa para agilizar las actuaciones procesales cuando no ha quedado en evidencia el quebranto alegado.
Aunado a lo anterior, teniendo en cuenta que la acción de tutela es un mecanismo residual de protección de los derechos, lo que nos indica que no procede si quien acude a su reclamo tiene a su alcance otras alternativas de defensa judiciales, es claro que en el presente asunto la accionante tiene a su alcance las medidas de protección al interior del proceso, que además está en curso, lo que implica que cualquier controversia referente al mismo debe ser resuelta allí. 
En este punto, es importante hacer referencia a lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional, cuando ha enfatizado que el Juez de tutela se encuentra prácticamente inhabilitado para pronunciarse sobre asuntos que están pendientes por definirse en las vías ordinarias ante el juez natural:    
“En efecto, al estudiar el requisito de subsidiariedad en estos casos se pueden presentar dos escenarios: i) que el proceso haya concluido [33]; o ii) que el proceso judicial se encuentre en curso [34]. Lo anterior constituye un factor para diferenciar el papel del juez constitucional en cada caso, de una parte, si se enfrenta a la revisión de la actuación judicial de un proceso concluido deberá asegurarse que la acción de amparo no se está utilizando para revivir oportunidades procesales vencidas, que se agotaron todos los recursos previstos por el proceso judicial para cuestionar las decisiones impugnadas y que no se emplea la acción de amparo como una instancia adicional. De otra parte, si el proceso se encuentra en curso la intervención del juez constitucional está en principio vedada, pues como se sabe la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo pero puede resultar necesaria para evitar un perjuicio irremediable que comprometa la vulneración de derechos fundamentales.”

“Las etapas, recursos y procedimientos que conforman un proceso, son el primer espacio de protección de los derechos fundamentales de los asociados, especialmente en lo que tiene que ver con las garantías del debido proceso. Es en este sentido que la sentencia C-543/92 puntualiza que: ‘tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso, tal como lo acreditan sus remotos orígenes’. Por tanto, no es admisible que el afectado alegue la vulneración o amenaza de un derecho fundamental cuando no ha solicitado el amparo de sus derechos dentro del proceso, pues, en principio, el ordenamiento jurídico le ha dotado de todas las herramientas necesarias para corregir durante su trámite las irregularidades procesales que puedan afectarle.”.
 (negrillas y subrayas por fuera del texto original) 

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto para afirmar que la misma es improcedente, no sólo porque no se han vulnerado los derechos reclamados, sino también porque al interior del proceso que cursa en la actualidad es donde se deben dirimir los cuestionamientos en esta oportunidad planteados.  

No obstante lo anterior, y teniendo en consideración que se tiene como fecha programada por parte del Juzgado de Conocimiento para la continuación del juicio oral la del 1º de abril de 2019, se instará al INPEC, por medio de la Cárcel de Mujeres La Badea, para que realice las gestiones bajo su cargo tendientes a garantizar el traslado del accionante a la mentada audiencia, y a las que con posterioridad se realicen, toda vez que se logró establecer que algunas de ellas se han obstaculizado precisamente porque en su debido momento no ha sido transportada por parte de esa Institución; ahora bien, en caso de no contar con las herramientas necesarias para dicho traslado, procedan a informar de manera oportuna al Despacho de marras, con el fin de que las diligencias puedan llevarse a cabo en la fecha de su programación, así se requiera para ellas la realización de videoconferencias.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela invocada por la señora DOLLY YOSMARA RAMÍREZ CASTAÑEDA, en contra de la FISCALÍA VEINTINUEVE SECCIONAL DE QUINCHÍA, RDA., conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: INSTAR al INPEC, por medio de la CÁRCEL DE MUJERES LA BADEA, D/das para que realice las gestiones bajo su cargo, tendientes a garantizar el traslado del accionante a la audiencia de juicio oral programada para el próximo 1º de abril de 2019, y a las que con posterioridad se realicen; ahora bien, en caso de no contar con las herramientas necesarias para dicho traslado, procedan a informar de manera oportuna al Despacho de conocimiento, con el fin de que las diligencias puedan llevarse a cabo en la fecha de su programación, así se requiera para ellas la realización de videoconferencias.  

TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Radicado 44768 del 20 de noviembre de 2009.


� Sentencia T-396 de 2014. 
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